
1.  Introducción. ¿Qué es la promoción
de la competencia? 

Se puede definir la promoción de la compe-

tencia o política de advocacy1 como un con-

junto de herramientas de carácter general-

mente preventivo usado por la autoridad de

competencia competente con el objetivo de
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en este artículo son responsabilidad exclusiva de la autora y no se corres-
ponden necesariamente con los de ninguna institución. La autora desea
agradecer las sugerencias y comentarios realizados a una primera ver-
sión de este artículo por Antonio Maudes Gutiérrez, Director del
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Versión de diciembre de 2016.
1 En el marco de la Red Internacional de Autoridades de Competencia

(International Competition Network - ICN), se ha definido la política de 
advocacy como todas aquellas actividades de las autoridades de compe-
tencia que, por medio de mecanismos no coactivos, se encaminen a fo-
mentar un entorno competitivo para el desarrollo de las actividades econó-
micas, a través de la interacción con operadores económicos y otros
agentes sociales, la colaboración con otras Administraciones Públicas y la
sensibilización del público en general, acerca de los beneficios de la com-
petencia.

fomentar un entorno competitivo para las acti-
vidades económicas. Así, la política de promo-
ción de la competencia es un reflejo de la cul-
tura de la persuasión frente a la de la coacción
en contraposición con la política tradicional de
enforcement de competencia basada en ele-
mentos de tipo coactivo. 

Por una parte, la política de promoción sería
aquella dirigida a fomentar la cultura de compe-
tencia entre los operadores para garantizar que
toman conciencia de la posible ilegalidad de
sus conductas en relación a los ilícitos antitrust
–basados en el derecho de la competencia–
mediante la autoevaluación y fomentar, asimis-
mo, su participación activa a través de las de-
nuncias de las posibles infracciones detectadas
a las autoridades2. Para ello la política de �

El objetivo de la política de promoción de la competencia es garantizar el funcionamiento

competitivo de los mercados y la regulación eficiente de las actividades económicas a través

de diferentes instrumentos de carácter generalmente preventivo. En España, con relativo retra-

so respecto a otras economías occidentales, el gran impulso de la política de promoción de

la competencia se produjo con la aprobación de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la

Competencia. Actualmente, se ha convertido en una política estratégica implementada a través

de una cartera de instrumentos «tanto a nivel nacional como autonómico» de creciente influen-

cia sobre la actividad de los poderes públicos.

Palabras clave: mejora de la regulación, regulación eficiente, Comisión Nacional de los Mercados y la

Competencia, organismos autonómicos de competencia.

Clasificación JEL: K21, L40, L49, L51.

2 En este sentido, se han desarrollado también instrumentos específi-
cos en el ámbito del enforcement como los programas de clemencia. 



promoción debe centrarse en la realización de
acciones de formación dirigidas a la sociedad
civil (por ejemplo en el ámbito de la compliance,
es decir, de la evaluación del cumplimiento de
la normativa de competencia) y de «acerca-
miento» a los posibles infractores y denun-
ciantes.

Sin embargo, la función de la política de
promoción de la competencia que mayor pro-
yección ha tenido en las últimas décadas es
aquella específicamente dirigida a las Adminis-
traciones Públicas (AAPP) y que se encuentra
íntimamente ligada con la mejora de la regula-
ción económica. En este sentido, la política de
promoción de la competencia se establecería
bajo la premisa de que la regulación ineficien-
te que genera obstáculos a la actividad eco-
nómica, innecesarios y/o desproporcionados,
afecta directamente a la libertad de empresa y
a la libertad de elección de los usuarios, es
decir, a la competencia en los mercados. 

La regulación eficiente o mejora de la regu-
lación, por su parte, podría definirse como un
conjunto de herramientas y principios de ac-
tuación en la intervención de las AAPP que
deben aplicarse con el objetivo de garantizar
que el impacto negativo o coste sobre la ciu-
dadanía de dicha intervención se reduce al
mínimo.  Ejemplos de instrumentos de mejora
regulatoria sería la evaluación ex ante y ex
post de las políticas públicas, la consulta a los
operadores económicos, los acuerdos o pla-
nes de reducción de cargas administrativas,
etcétera. 

En definitiva, podría considerarse que la

política de advocacy es un instrumento de

mejora regulatoria de carácter especial por el

cual un organismo especializado a través de

diferentes herramientas fomenta la aplicación

de los principios de regulación eficiente por

las AAPP. Es un instrumento que en España

ha evolucionado hasta convertirse en una 

actuación estratégica y consolidada de las di-

ferentes autoridades de competencia (nacio-

nal y autonómicas).

2.  Promoción de la competencia en
España por la Autoridad Nacional

Desde un punto de vista internacional,

mientras que los orígenes de la política de

competencia en general se sitúan en torno a

principios del siglo XX, los del impulso definiti-

vo de la política de promoción suelen plantear-

se en torno a los años setenta en países co-

mo Estados Unidos o el Reino Unido y bajo

las influencias de las oleadas económicas de

tipo liberalizador y las reformas estructurales

sectoriales. El impulso de la política de la

competencia en España llega con un cierto re-

traso en relación al resto de economías desa-

rrolladas y, en concreto, respecto a los Esta-

dos miembros de la Unión Europea (la política

de competencia se encontraba ya reflejada en

el Tratado de Roma de 1957, considerada co-

mo uno de los elementos básicos para la

construcción del mercado interior). Sin embar-

go, su avance en la última década se produce

de una manera decidida e intensa, vinculado

con la necesidad de impulso de las políticas

microeconómicas de oferta  y de reforma es-

tructural ante la pérdida de  instrumentos de

política económica de demanda como resulta-

do de la integración monetaria europea. 

2.1. Los inicios. Primeros antecedentes 

En España, el primer germen normativo de

la política de promoción de la competencia pue-

de ya encontrarse en la Ley 110/1963, de 20 de

julio, de represión de prácticas restrictivas de �
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TDC y el SDC. En su artículo 26 esta ley es-

tablecía como competencias del Tribunal fun-

ciones de tipo consultivo y de emisión de in-

formes4. 
Es en esta etapa –a principios de los noven-

ta– cuando se suelen situar los verdaderos
orígenes de la política de promoción de la
competencia en España con la publicación de
varios informes por parte del TDC, bajo la pre-
sidencia de Miguel Ángel Fernández Ordoñez,
que gozaron de una considerable repercusión
académica y política5. Estos informes, de am-
plio espectro y aún hoy considerados como
documentos de referencia, sirvieron de base
para la aprobación de múltiples reformas de
política económica en los años venideros. En
concreto, estos estudios recogían propuestas
de reforma de corte liberalizador en sectores
donde existía un retraso de apertura en rela-
ción a nuestros socios europeos, como por
ejemplo los servicios profesionales, las teleco-
municaciones, la energía, el transporte, el sec-
tor aéreo, el sector farmacéutico, etcétera. La
repercusión de estos informes y su influencia
se ha atribuido a un contexto histórico que
permitió la conjunción de diversos factores: un
Ministerio de Economía que encargó los infor-
mes y que era proclive a las reformas estruc-
turales, un margen de beneficio elevado �
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la competencia, resultado del compromiso

asumido en el Plan de Estabilización de 1959

y de la intencionalidad de las autoridades de

acercar el marco jurídico español al del mer-

cado interior europeo. Esta ley consideraba

las prácticas colusivas y abusivas como res-

trictivas de la competencia y creaba un

Tribunal de Defensa de la Competencia (TDC)

–adscrito al Ministerio de Comercio pero con

«plena y absoluta  independencia en su fun-

ción»– y un Servicio de Defensa de la Com-

petencia (SDC) para la instrucción de expe-

dientes configurado por un Registro de

prácticas restrictivas y un Consejo de Defensa

de la Competencia. 

La Ley 110/63, de 20 de julio, preveía en su

artículo 243 la posibilidad de realización de es-

tudios sectoriales con propuestas específicas

por el Consejo de Defensa de la Competencia

y de informes preceptivos sobre disposiciones

que afectaran a la competencia. Estas funcio-

nes, sin embargo, parece que se quedaron en

una mera posibilidad teórica y que fueron es-

casamente desarrolladas con la excepción de

un estudio relativo al sector de los productos

farmacéuticos y la realización de otro no publi-

cado sobre el sector del cemento (Castañeda,

2014). 

La Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa

de la Competencia deroga la anterior ley inspi-

rándose en las normas comunitarias de com-

petencia y manteniendo la estructura dual del

3 «Sección Quinta. Consejo de Defensa de la Competencia. Artículo 24
(….) Dos. Serán funciones del Consejo:

a) Informar preceptivamente sobre todas las disposiciones que se dic-
ten en ejecución de lo dispuesto en la presente Ley.

b) Informar preceptivamente las reglas sectoriales de competencia que
elaboradas por el Sindicato Nacional correspondiente se elevarán al
Gobierno para su aprobación por Decreto.

c) Estudiar los distintos Sectores Económicos analizando la situación
y grado de competencia de cada uno de ellos, así como la posible exis-
tencia de prácticas restrictivas de la competencia. Como consecuencia
de dicho estudio, el Consejo podrá proponer la adopción de las medidas
legales conducentes a la remoción de los obstáculos en que se ampare
la restricción comercial si la defectuosa situación observada se deriva de
medidas administrativas».

4 «Artículo 26. (…) 1. También compete al Tribunal: a) Informar los an-
teproyectos de normas con rango de Ley que afecten a la competencia;
b) Dirigir informes a cualquier poder u órgano del Estado, y c) Estudiar y
someter al Gobierno las oportunas propuestas para la modificación de la
Ley, conforme a los dictados de la experiencia en la aplicación del
Derecho nacional y comunitario.

2. El Tribunal podrá ser consultado por las Comisiones de las Cámaras
Legislativas sobre los proyectos o proposiciones de ley y sobre cualquier
otra cuestión relativa a la libre competencia.

El Tribunal podrá también emitir informes sobre materias de libre com-
petencia a requerimiento del Gobierno o de cualquiera de los departamen-
tos ministeriales, de las comunidades autónomas, de las corporaciones lo-
cales y de las organizaciones empresariales, sindicales o de consumidores
y usuarios.

3. El Tribunal promoverá y realizará estudios y trabajos de investiga-
ción en materia de competencia». 

5 «Informe sobre el libre ejercicio de las profesiones» (1992), «Reme-
dios políticos que pueden favorecer la libre competencia en los servicios
y atajar el daño causado por los monopolios» (1993) y «La Competencia
en España: Balance y Nuevas Propuestas» (1995).



Informe sobre la prestación de servicios de
inspección técnica de vehículos de 2004 y el
Informe sobre el sector del cemento de 2006.

2.2. El impulso decidido

No es hasta el 2007 cuando puede empe-

zar a hablarse de una verdadera política de

promoción de competencia de carácter es-

tructurado. Así, el impulso de la política de

promoción de la competencia desde un punto

de vista normativo se produjo con la aproba-

ción de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de De-

fensa de la Competencia (LDC) que supuso

una reforma profunda en la aplicación de la

política de competencia en España e institu-

cionalmente en la creación de un nuevo orga-

nismo: la Comisión Nacional de la Competen-

cia (CNC) que asumía las funciones de los

extintos TDC y SDC. Esta ley, ampliamente

consensuada y de cuidada elaboración, se ca-

racterizó por tres rasgos principales: su carác-

ter moderno con la inclusión de instrumentos

de probada eficacia en otras jurisdicciones,

como el programa de clemencia; el refuerzo

de la independencia de la autoridad de com-

petencia y la voluntad de impulso de la políti-

ca de defensa de la competencia a través de

instrumentos como los de promoción (Calviño

y Pascual, 2007). Así, la ley atribuía a la nue-

va autoridad en sus artículos 25 y 26 funcio-

nes consultivas y la función específica de pro-

mover la existencia de una competencia

efectiva en los mercados mediante una serie

de actuaciones que se señalaban en la propia

ley. Asimismo, una de las principales noveda-

des de la LDC (artículo 12.3) fue la legitima-

ción dada a la CNC para impugnar actos ad-

ministrativos y disposiciones generales de las

AAPP de los que se derivaran obstáculos al �
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asociado a las políticas de liberalización, un
contexto europeo favorable y unos recursos
humanos de la autoridad que actuaron eficien-
temente (Fernández Ordoñez, 2014).

Curiosamente, el Real Decreto Ley 52/1999,
de 28 de diciembre, de reforma de la Ley
16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Com-
petencia modificó la distribución de funciones
en materia de promoción de competencia en-
tre el TDC y el SDC. Así, se redujeron las fun-
ciones del TDC en materia de promoción de la
competencia (mediante la modificación del ar-
tículo 26 comentado) limitando su potestad
para elaborar de oficio informes y propuestas
de modificación de normativa exclusivamente
a aquellas que supusieran modificación o desa-
rrollo de la normativa de competencia6. Si bien
se mantuvo la capacidad del TDC para reali-
zar estudios e investigaciones en materia de
competencia. A cambio se modificó el artículo
31 k) de la ley, de forma que era el SDC el que
ostentaba la competencia para «dirigir infor-
mes y/o recomendaciones sobre materias de
defensa de la competencia».

Esta nueva distribución institucional de las
funciones de promoción afectó a la intensidad
del ejercicio de dichas competencias en este
periodo (Alcaide, 2005). En consecuencia, la
promoción de la competencia en esta época,
en comparación con los resonados informes
de primeros de los noventa, se redujo a algu-
nas iniciativas –en forma de estudios sectoria-
les– de relevancia, como por ejemplo el Informe
sobre las condiciones de competencia en el sec-
tor de la distribución comercial de 2003, el

6 «Artículo 26. Funciones consultivas. 
1. El Tribunal de Defensa de la Competencia podrá ser consultado en

materia de competencia por las Cámaras Legislativas, el Gobierno, los
distintos departamentos ministeriales, las comunidades autónomas, las
corporaciones locales, las Cámaras de Comercio y las organizaciones
empresariales, sindicales o de consumidores y usuarios. 

2. El Tribunal promoverá y realizará estudios y trabajos de investiga-
ción en materia de competencia». 

3 .«El Tribunal informará los proyectos o proposiciones de Ley por los
que se modifique o derogue, total o parcialmente, el presente texto legal,
así como los proyectos de normas reglamentarias que lo desarrollen».



mantenimiento de una competencia efectiva

en los mercados. Esta función puede conside-

rarse de promoción en la medida en que es

una actuación dirigida a las AAPP aunque se

configura como un instrumento ex post y man-

tiene el elemento fundamental de las políticas

de enforcement aunque en el ámbito jurisdic-

cional y no en la propia autoridad: su carácter

coactivo.
Esta capacidad de promover la competen-

cia efectiva en los mercados se reforzó ade-
más en los artículos 9 y 10 del Real Decreto
261/2008, de 22 de febrero, por el que se
aprueba el Reglamento de Defensa de la
Competencia que preveía que dicha función
pudiera desarrollarse a través de los instru-
mentos que se consideraran adecuados (se
dotaba, por tanto, de total flexibilidad de ac-
tuación) y, en especial, mediante la elabora-
ción de informes, estudios, trabajos de inves-
tigación y propuestas. Estas funciones fueron
asumidas por la también recién creada
Dirección de Promoción de la Competencia
como órgano de asistencia técnica que depen-
día directamente del presidente de la institu-
ción aunque sin ostentar el carácter de órgano
de dirección de la institución (en comparación
con la Dirección de Investigación). Como fun-
ciones también de promoción, pero que no se-
rán objeto de mayor desarrollo en este artícu-
lo, se reconocían en la LDC y en el Real
Decreto 261/2008, de 22 de febrero, cuestio-
nes relacionadas con el apoyo en la represen-
tación de España en el ámbito internacional
en materia de competencia, funciones de segui-
miento de ayudas públicas y de emisión de in-
formes en función consultiva, y la cooperación
y coordinación con los organismos autonómi-
cos de competencia, los órganos jurisdicciona-
les y los órganos reguladores sectoriales.  

La CNC consideró una prioridad estratégi-
ca y de actuación sus funciones de promoción

de la competencia desde su creación en 2007
hasta su extinción como organismo en 2013.
Este periodo se caracterizó por los siguientes
hitos.

•  Una labor muy activa en sus nuevas fun-
ciones determinada por un ritmo de aproba-
ción de entre 15-20 informes de proyectos
normativos (IPN) por año y entre 4 y 6 estu-
dios sectoriales y guías por año (además del
informe anual de ayudas públicas). Estas más
de 140 actuaciones en poco más de 6 años
contrastan con las 9 únicas actuaciones de
promoción llevadas a cabo en el periodo entre
1990 y 2006.  

•  Un ejercicio de estas funciones condicio-
nado por la vorágine de modificación normati-
va que supuso la transposición de la Directiva
2006/123/CE del Parlamento Europeo y del
Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa
a los servicios en el mercado interior (Directi-
va de Servicios). Así, entendiendo dicha trans-
posición como una oportunidad de extensión
de los principios de la regulación eficiente la
CNC se configuró como organismo de «apoyo»
a la correcta transposición de los principios de
dicha normativa comunitaria. 

•  En relación a lo anterior, una labor de ti-
po expansivo (entendiendo la función de velar
por la competencia en sentido amplio) en sus
IPN siendo habituales las observaciones rela-
tivas a cuestiones de claridad expositiva o de
técnica normativa.

•  Respecto a los informes sectoriales de la
CNC, una focalización de su actividad en ám-
bitos tradicionalmente con problemas de com-
petencia (donde han existido múltiples expe-
dientes sancionadores): transporte, colegios
profesionales, cadena alimentaria y carburan-
tes siendo de especial repercusión estos dos
últimos como parte de las actuaciones históri-
cas del organismo en aras de la liberalización
comercial (Castañeda, 2012). �
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•  La asunción de un papel o rol general de

carácter formativo en relación a la regulación

eficiente. Fruto de esta función general de ca-

rácter formativo dirigido a las Administracio-

nes Públicas en este periodo se elaboraron

documentos como por ejemplo las «Recomen-

daciones a las Administraciones Públicas pa-

ra una regulación de los mercados más efi-

ciente y favorecedora de la competencia», la

«Guía para la elaboración de las memorias de

competencia» o su «Guía sobre contratación

pública y competencia». Asimismo fue habi-

tual la organización y participación de la insti-

tución en múltiples foros, jornadas y cursos

formativos en materia de competencia.   

•  Un uso prudente de su capacidad de le-

gitimación activa. En este periodo, la CNC uti-

lizó este instrumento en tres ocasiones: dos

en el ámbito de las de prórrogas de las conce-

siones de vehículos de transporte de viajeros

(ambas finalmente estimadas) y en una oca-

sión por una normativa estatal relativa a los

instaladores de redes eléctricas.  

•  En el marco de la política de promoción

de la competencia dirigida directamente a los

operadores económicos se publica la primera

actuación de la autoridad: la «Guía para las

asociaciones empresariales». Debe señalarse

que la LDC eliminó la posibilidad recogida en

la anterior normativa relativa a las autorizacio-

nes singulares y, en consecuencia, son los

operadores los encargados de la autoevalua-

ción de sus conductas, lo que incrementa la

importancia de la realización de actuaciones

formativas al respecto.

En definitiva, la política de promoción de la

competencia pasó de ser una relativamente

desconocida en 2006 a ser una política con-

solidada a finales de 2013. Tal y como se re-

coge en la carta del último presidente de la ins-

titución, D. Joaquín García Bernaldo de Quirós,

publicada en la última memoria de la CNC co-

mo institución del año 2013: «Se ha logrado dar

a la cultura de la competencia una extensión sin

precedentes en la opinión pública y en los me-

dios empresariales. Y se ha logrado, por último,

consolidar la promoción de competencia como

una labor básica para introducir la temática de

competencia en la agenda pública».

2.3.  La consolidación

La Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación
de la Comisión Nacional de los Mercados y la
Competencia supuso la refundición de la CNC
con organismos de carácter regulador como la
Comisión Nacional de Energía, la Comisión
del Mercado de las Telecomunicaciones, el
Comité de Regulación Ferroviaria, la Comi-
sión Nacional del Sector Postal, la Comisión
de Regulación Económica Aeroportuaria y el
Consejo Estatal de Medios Audiovisuales. 

Esta norma configuraba una arriesgada refor-

ma estructural e institucional de primer orden, en

especial respecto a la reasignación de funciones

entre los organismos supervisores y los departa-

mentos ministeriales competentes. No obstante,

las competencias atribuidas al organismo en

materia de defensa de la competencia, y en con-

creto las relativas a las de promoción de la com-

petencia –aunque redactadas de manera más

sucinta–, se mantuvieron prácticamente inaltera-

das (recogidas en el artículo 5 de la norma)7.

Asimismo la reorganización institucional del or-

ganismo no modificó el carácter del ahora De-

partamento de Promoción de la Competencia

que siguió existiendo con una configuración

similar a la existente en la CNC. � 
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7 Además, debe tenerse  en cuenta que los organismos de carácter
supervisor (en concreto la CNE y la CMT) también tenían competencias
en relación a la elaboración de propuestas, informes o estudios sectoria-
les que podían incluir cuestiones relacionadas con la mejora de la com-
petencia en el sector. 



La labor de promoción de la CNMC durante el

periodo 2013-2016 se está caracterizando por:   

•  Una dinámica continuista en relación a la

senda emprendida por la extinta CNC en rela-

ción a los estudios e informes publicados.

Aunque es posible identificar una reducción

en relación al número de estudios sectoriales

(2-3 al año desde 2013) se ha incrementado

el número de otros instrumentos publicados

de carácter mixto como los informes y las pro-

puestas de modificaciones normativas (PRO).

Desde un punto de vista meramente cuantita-

tivo, en 2014 y 2015, el número de actuacio-

nes de promoción de la competencia se ha

doblado prácticamente en relación a los años

precedentes (Gráfico 1).   

•  Unido a lo anterior se ha producido una

ampliación y diversificación de los instrumen-

tos usados para la promoción de la competen-

cia (Anexo 1). Por ejemplo:

–  La publicación de la serie Documentos

de Trabajo en Política de Competencia y Re-

gulación enmarcados como función del artículo

5.2.h, de la Ley 3/2013, de 4 de junio (realizar

trabajos de investigación).  En 2015 se publi-

ca el primer documento perteneciente a esta

serie relativo a los efectos de la eliminación de

las restricciones de entrada geográficas en el

sector de oficinas de farmacia.  

–  La publicación desde 2015 de las apor-

taciones a consultas públicas a nivel nacional

e internacional en las que ha participado el or-

ganismo. 

–  El uso de redes sociales y medios tele-

máticos. En concreto, la participación activa

en el denominado CNMC-blog y la puesta en

marcha de cuentas personalizadas de Twitter. 

–  Asimismo, se ha hecho uso de instru-

mentos de carácter más informal como el en-

vío de requerimientos o cartas informativas

cuando se han detectado conductas contra-

rias a la normativa de competencia y se ha

profundizado en las actuaciones de carácter

formativo.

•  Un reforzamiento del análisis económico

a través de la labor realizada por la Subdirec-

ción de Análisis Económico. Así, desde el año

2015 se empiezan a publicar concienzudos �
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GRÁFICO 1
INSTRUMENTOS DE PROMOCIÓN UTILIZADOS POR LA AUTORIDAD NACIONAL DE COMPETENCIA (1992-2015)*

* Incluye los IPN, los PRO, informes, informes económicos, estudios, guías y legitimación activa de competencia. No incluye instrumentos de unidad de 
mercado, informes de ayudas púIblicas, consultas y otros instrumentos de carácter informal.
Fuente: elaboración propia a patir de memorias anuales de TDC/CNC/CNMC y página web del organismo.
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la CNMC– sobre el comentado estudio de nue-

vos modelos de prestación de servicios en 

Internet y la economía colaborativa).

• La profundización de la promoción de la

competencia dirigida a los operadores econó-

micos privados a través de la  puesta en mar-

cha de los diálogos de compliance, una inicia-

tiva orientada a analizar las posibilidades de

las actuaciones preventivas (códigos de con-

ducta, buzones de denuncia, sistemas de for-

mación en materia de cumplimiento, detec-

ción temprana de riesgos, etcétera).

• Un incremento del uso de la  legitimación

activa, ahora regulada en el artículo 5.4 de la

Ley 3/2013, de 4 de julio tal y como se previó

en el Plan Estratégico del organismo y en el

de Actuación para el año 2015. Así, la CNMC

hizo uso de esta capacidad de legitimación en

dos ocasiones en 2014 –contra un Decreto de

alquiler turístico de la Comunidad de Madrid

(estimada) y una Instrucción de contratación

pública de Cataluña (también estimada por

allanamiento de la comunidad autónoma)– y en

tres ocasiones en 2015 contra un Decreto de

viviendas turísticas de Canarias y sendas Orde-

nanzas del Taxi de Córdoba y Málaga.

• La aparición de nuevas funciones en ma-

teria de unidad de mercado íntimamente liga-

das a las funciones de promoción de compe-

tencia. Así, por una parte, en virtud de la Ley

20/2013, de 9 de diciembre, de Garantía de la

Unidad de Mercado (LGUM) la CNMC asume

el rol de punto de contacto de unidad de mer-

cado –junto a las comunidades autónomas

(CCAA) y los ministerios– para los mecanis-

mos previstos en los artículos 26 y 28 de di-

cha norma8. Así, la CNMC tiene capacidad �
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informes que sirven de base económica para

la legitimación activa del organismo. 

•  Una profundización en los estudios sec-

toriales de temática «tradicional» con publica-

ción de nuevos estudios –o informes de segui-

miento– en materias en las que ya se había

publicado anteriormente: contratación pública,

carburantes, aéreo o medicamentos,  a la vez

que paralelamente se elaboran estudios en te-

máticas de plena actualidad (economías cola-

borativas) convirtiéndose la CNMC en propul-

sor del debate al respecto. 

•  Una mejora de los instrumentos a aplicar

sobre la propia política de promoción de la

competencia, aplicando criterios de mejora re-

gulatoria y siguiendo las mejores prácticas in-

ternacionales al respecto como las realizadas

por las autoridades del Reino Unido, Estados

Unidos o las recomendadas en el seno de la

ICN.  En concreto:

– La aprobación de la instrucción del direc-

tor del Departamento de Promoción de la Com-

petencia relativa a la metodología para la ela-

boración de estudios de mercado en la CNMC

en 2013. Esta instrucción interna –y la publi-

cación en la página web del organismo–  supo-

ne un ejercicio de transparencia y de estanda-

rización de procedimientos. 

– El fomento de la participación de la socie-

dad civil en los estudios a elaborar. Esto se ha

realizado mediante iniciativas como la puesta

en marcha del buzón de sugerencias de estu-

dios sectoriales; la realización de consultas

previas públicas a su elaboración (por prime-

ra vez realizada en 2015 en relación a las eco-

nomías colaborativas y posteriormente en

2016 en relación al sistema universitario es-

pañol) o el sometimiento a consulta pública de

sus resultados preliminares (por primera vez

en 2016 con la consulta de las conclusiones

preliminares –no aprobadas por el Consejo de

8 Ventanillas gestionadas por la Secretaría del Consejo para la Unidad
de Mercado del Ministerio de Economía, Industria y Competitividad don-
de los operadores pueden reclamar e informar por actuaciones de las
Administraciones que supongan barreras a su actividad económica.



de hacer informes en el marco de estos meca-

nismos que se publican en su página web,

siendo especialmente activa en el ejercicio de

estas funciones. Por otra parte, en el artículo

27 y en la Disposición final primera de modifi-

cación de la Ley 29/1998, de 13 de julio, regu-

ladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-

nistrativa de la LGUM se prevé la capacidad

de la CNMC de instar el nuevo procedimiento

en materia de unidad de mercado ante la

Audiencia Nacional por actos y disposiciones

generales que se consideren contrarios a la

unidad de mercado. Esta legitimación se une

a la comentada en el anterior epígrafe en ma-

teria de competencia en los mercados aunque

tiene sustanciales diferencias procedimenta-

les (a efectos internos de la organización y ex-

ternos) respecto a ésta. La capacidad de legi-

timación activa por actos contrarios a la

unidad de mercado tiene características que

la configuran como un mecanismo teórica-

mente muy potente como, por ejemplo, la sus-

pensión automática del acto o disposición si

así lo solicita el organismo, los plazos espe-

cialmente cortos del procedimiento, la posibi-

lidad de extensión de efectos de la sentencia,

etcétera.  Hasta el momento, la autoridad ha

utilizado esta legitimación en 21 ocasiones en

temáticas como centros de formación de em-

pleo, reservas de actividad de ingenieros y ar-

quitectos, alquiler de vehículos sin conductor,

transporte de mercancías, universidades, ga-

solineras, etcétera. Su uso, por tanto, parece

estar siendo mucho más profuso que la legiti-

mación tradicional en materia de competen-

cia. Si bien las dos primeras sentencias de la

Audiencia Nacional en casos relativos a 

servicios de prevención de riesgos laborales

han sido desestimatorias. Asimismo, la Sala

de lo Contencioso de la Audiencia Nacional ha

planteado una cuestión de inconstitucionalidad

ante el Tribunal Constitucional sobre un artícu-

lo concreto de la LGUM en el marco de un re-

curso interpuesto ante la Audiencia Nacional

contra una Orden de la Comunidad Autónoma

de Aragón de subvenciones a las entidades de

formación.
En conclusión, la política de promoción de

la competencia se ha consolidado definitiva-
mente como una actuación estratégica del or-
ganismo de interés para el conjunto de las
Administraciones y para la mejora estructural
de la normativa jurídico-económica en España.
En los últimos años se han diversificado de
manera importante las herramientas a utilizar
y se han creado instrumentos especialmente
potentes orientados a similares o idénticos
objetivos de promoción de la regulación efi-
ciente. No obstante, es necesario señalar que
en este periodo ha aparecido un elemento di-
ferenciador que ha resultado especialmente
controvertido: la presencia de votos particula-
res discrepantes a los estudios e informes por
parte de algunos de los miembros del Consejo
del Pleno de la CNMC9. Si bien, los votos par-
ticulares han sido históricamente habituales
en las Resoluciones del TDC/CNC/CNMC la
presencia de discrepancias no había ocurrido
con anterioridad en las funciones de promo-
ción de la competencia de la institución. La
publicación de los estudios, incluyendo estos
votos, puede interpretarse como un ejercicio
de transparencia e independencia aunque po-
nen de manifiesto la existencia de opiniones
divergentes en el organismo en relación a las
diferentes funciones ejercidas por el mismo y
pueden minar la credibilidad de la función de
promoción al no configurarse con una voz úni-
ca y unánime. �
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9 En concreto, un voto particular discrepante en el IPN/DP/0A013/14
(relativo al Real Decreto Ley de fijación de tarifas aeroportuarias de AENA)
y al IPN/DP/0008/14 (en relación al Anteproyecto de la Ley Orgánica del
Poder Judicial) y cuatro votos en contra –de 10 consejeros existentes–
en el Estudio sobre el mercado mayorista de carburantes de automoción en
España.



3.  La promoción de la competencia a
nivel autonómico

La configuración de un sistema descentra-
lizado en materia de defensa de competencia
se plasmó jurídicamente en la Ley 1/2002, de
21 de febrero, de Coordinación de las compe-
tencias del Estado y las comunidades autóno-
mas en materia de defensa de la competen-
cia10. El objetivo de esta ley era establecer el
marco jurídico para el desarrollo de las com-
petencias del Estado y de las CCAA así como
configurar los mecanismos de colaboración
necesarios para garantizar una aplicación uni-
forme de la legislación de competencia. Entre
las funciones de defensa de la competencia,
de posible asunción por parte de las CCAA, se
encuentran también aquellas relativas a la pro-
moción de la competencia en los mercados. 

Debe señalarse que una de las caracterís-
ticas básicas de la función de promoción de la
competencia es su carácter «local» que depen-
de de las características específicas –las con-
diciones de competencia y regulación aplica-
ble– de cada ámbito territorial y que debe
dirigirse específicamente a todas las AAPP.
Es por ello que, dada la compleja estructura
institucional española con la existencia de múl-
tiples niveles administrativos y regulatorios, la
política de promoción ejercida por los organis-
mos autonómicos de competencia adquiere
una especial relevancia. Los organismos de
competencia autonómicos han desarrollado
importantes funciones de promoción de la
competencia en los últimos años. Por ejemplo
puede señalarse:
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•  La Autoridad Vasca de Competencia (an-
teriormente Servicio y Tribunal)  ha realizado
una labor de promoción muy destacable basa-
da especialmente en la elaboración de infor-
mes de proyectos normativos y en la publica-
ción de estudios, investigaciones y otras
aportaciones de carácter científico en materia
de competencia. Destacan, entre sus traba-
jos, los informes de proyectos normativos re-
lativos a contratación pública y a regulación
de los colegios profesionales y los estudios
relativos a distribución comercial, servicios fu-
nerarios, oficinas de farmacia y asistencia sa-
nitaria privada. Cabe igualmente señalar que
la Autoridad Vasca ha hecho uso de su capa-
cidad de legitimación activa contra actos y dis-
posiciones de la Administración, planteando
varios recursos (uno de ellos desestimado en
septiembre de 2016) ante el Tribunal Superior
de Justicia del País Vasco contra varias adju-
dicaciones de líneas de los servicios regula-
res de transporte de viajeros en Guipúzcoa.

• La Agencia de Defensa de la Competen-
cia de Andalucía ha realizado desde su crea-
ción una importante labor en aras de la pro-
moción de la competencia, la mejora de la
regulación económica y la unidad de mercado,
con la elaboración de múltiples informes de
proyectos normativos y estudios. Asimismo,
en 2011 se constituyeron las Cátedras de
Política de la Competencia con la Universidad
de Málaga y de Competencia con el objetivo de
impulsar una cultura de la competencia entre
la sociedad. Entre la profusa actividad de la
Agencia en los últimos años destacan los in-
formes realizados en el área de contratación
pública, su serie de estudios de cadena de va-
lor de diferentes productos agroalimentarios,
así como sus actuaciones con federaciones
de consumidores y usuarios. 

•  La Autoridad Catalana de Competencia

ha realizado también una importante labor de �

10 Actualmente están en funcionamiento 12 organismos autonómicos,
8 de ellas con órganos y funciones de instrucción y resolución (Cataluña,
Galicia, Comunidad Valenciana, Aragón, Castilla y León, País Vasco,
Extremadura, y Andalucía) y 4 (Región de Murcia, Canarias, Madrid y
Navarra) con funciones de instrucción tal que los expedientes son resuel-
tos por el Consejo de la CNMC. Todas ellas en mayor o menor medida
han también asumido funciones de promoción de la competencia configu-
rándose también varias de ellas como puntos de contacto de unidad de
mercado a efectos de la LGUM.



promoción de la competencia con la publica-

ción de guías, estudios e informes de proyec-

tos normativos que han tenido una importante

repercusión. Pueden citarse a modo de ejem-

plo, entre otros, el estudio del impacto de la

regulación de los precios de los medicamen-

tos sobre la competencia en el mercado de

genéricos, el documento relativo a los acuerdos

marco de contratación pública y el estudio so-

bre los efectos de la normativa comercial sobre

la competitividad de la economía catalana. Entre

sus trabajos más recientes destacan los reali-

zados en el ámbito de los servicios funerarios

y de la economía colaborativa. 

• El Consejo Gallego de Competencia (an-

terior Tribunal) ha realizado también funciones

reseñables de elaboración de informes de

proyectos normativos y de estudios de promo-

ción de la competencia en su ámbito territorial

además de la publicación entre 2005 y 2010

de un informe anual relativo a las condiciones de

competencia en Galicia. Destacan entre sus

actuaciones más recientes los estudios relati-

vos a los informes escolares, los aparcamien-

tos en los aeropuertos gallegos y los carbu-

rantes de automoción en Galicia.

Si bien estas cuatro CCAA serían las que

han realizado una labor de promoción de la

competencia más intensa y continuada, ca-

bría destacar igualmente las funciones ejerci-

das por los organismos de las CCAA de

Madrid, Valencia, Castilla y León, Aragón y

Extremadura y, más recientemente, Navarra.

Cabe señalar que parece haber una tendencia

común de todas ellas a la realización de deter-

minados estudios o informes sobre temáticas

similares con particularidades específicas se-

gún los ámbitos territoriales como, por ejem-

plo, transporte interurbano, precios de la leche,

servicios funerarios, ascensores, colegios

profesionales, etcétera.

Para evitar disfunciones en la aplicación de

la política de defensa de la competencia es

necesaria una labor de coordinación entre los

diferentes organismos. A este fin se creó el

Consejo de Defensa de la Competencia –con

representantes del Estado y de las CCAA– en

cuyo seno se constituyó en diciembre de 2008

(entre otros grupos de trabajo específicos) el

Grupo de Trabajo de Promoción de la Compe-

tencia. Este grupo tiene el objetivo de coordi-

nar e impulsar las funciones de promoción

asumidas por los diferentes organismos, espe-

cialmente aquellas vinculadas con las compe-

tencias regulatorias de las AAPP. En las dife-

rentes reuniones acaecidas desde la creación

del grupo se ha trabajado en diferentes líneas:

buenas y malas prácticas en la transposición

de la Directiva de Servicios, colaboraciones

para la elaboración de estudios (distribución

comercial, colegios profesionales, etcétera),

seguimiento de ayudas públicas, iniciativas en

el marco de la contratación pública, etcétera.

No obstante lo anterior, aún existe margen pa-

ra un mayor nivel de colaboración voluntaria

en materia de promoción de la competencia

especialmente, por ejemplo, para la publica-

ción conjunta de guías y recomendaciones de

carácter general11. 

4.  Conclusión

La política de promoción de la competencia

ha evolucionado desde su concepción como

complemento de la política de enforcement

hasta convertirse en un pilar fundamental a fa-

vor de las reformas estructurales, cuya rele-

vancia práctica se ha incrementado en las �
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11 Son varios los organismos que han publicado guías de contratación
pública, guías para la elaboración de memorias de competencia o guías
para las asociaciones empresariales de contenido muy similar. 



las dedicadas al funcionamiento general de

los organismos.

En todo caso, no debe olvidarse que para

que la política de promoción de la competen-

cia sea efectiva –y por tanto tenga el potencial

de influir en el proceso de elaboración y eje-

cución de políticas públicas– es necesario

que se den varios presupuestos de base co-

mo, por ejemplo, la independencia estructural

y operativa del organismo, los medios mate-

riales y técnicos necesarios para su puesta en

marcha e implementación y la credibilidad de

la institución que la lleve a cabo (OCDE,

2005). A estos factores habría que añadir la

predisposición de las Administraciones a las

reformas estructurales sugeridas por las auto-

ridades de competencia y, en el caso español,

la necesidad de coordinación entre los dife-

rentes organismos para reforzar el carácter

complementario de sus actuaciones al objeto

de evitar posibles duplicidades. 
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últimas décadas. De hecho, actualmente, se

llega a considerar que podría ser más racional

priorizar la política de advocacy con respecto
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ANEXO 1
INSTRUMENTOS DE PROMOCIÓN DE LA COMPETENCIA – CNMC

Instrumento Elementos diferenciales Ejemplos significativos

Consultas

Contestación a consultas realizadas por las
AAPP
A instancia de parte

Carburantes

Guías y Recomendaciones

De carácter formativo
Lenguaje y formato divulgativo
Destinatarios amplios (AAPP, operadores 
económicos)

Guía de contratación pública
Recomendaciones a las AAPP para una
regulación eficiente
Guía para asociaciones

Estudios sectoriales

Análisis sectoriales desde el punto de vista de
la competencia
Destinatario - las APP 
Análisis exhaustivo de base económica

Carburantes
Cadena alimentaria
Colegios profesionales
Suelo

Informes

Análisis de impacto a la competencia de 
normas y actos de las AAPP
Sobre propuestas normativas (informes sobre
propuestas normativas –IPN–), actos
(informes) o normas ya aprobadas (propuestas
de modificaciones normativas –PRO–)
Dirigidas a las AAPP

Propiedad intelectual
Gasolineras automáticas
Contratos sector público
Alquiler vehículos sin conductor 

Legitimación 5.2 LDC

Impugnación ante la jurisdicción contencioso-
administrativa de actos y normas de las AAPP
que puedan presentar obstáculos a la 
competencia efectiva en los mercados

Transporte urbano
Vivienda turística
Taxis

Legitimación 27 LGUM

Impugnación ante la Audiencia Nacional de
actos y disposiciones generales de las AAPP
que puedan ser contrarios a la unidad de
mercado

Centros formación 
empleo
Universidades
Gasolineras

Otros

Competencias específicas en materia de
ayudas públicas
Documentos de trabajo
Participación en consultas públicas
Relaciones internacionales
Actuaciones de difusión: participación en
cursos, congresos, ponencias
Actuaciones formativas: organización de
cursos, diálogos de compliance, etcétera
Actuaciones informales: requerimientos, envío
de cartas, etcétera
Actuaciones de cooperación con organismos
de competencia de las CCAA

Fuente: elaboración propia.




